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INFORME SOBRE DISCRIMINACIÓN EN APLICACIÓN DE PROTOCOLOS HOSPITALARIOS INTERNOS POR RAZÓN DE VIH
El presente documento se elabora a petición de la Coordinadora Estatal de VIH/Sida (en adelante, CESIDA), en el marco del Proyecto conjunto “Clínica Legal para personas con VIH/sida”. La finalidad de este informe es la puesta en conocimiento de algunas discriminaciones contra las personas que viven con VIH/sida, en los servicios sanitarios, con el motivo de ser medidas de los protocolos internos de los hospitales. 

Para concretizar, las discriminaciones acontecen a la hora de realizar una intervención quirúrgica, y las personas que viven con VIH/sida son dejadas en último lugar, con la excusa de ser medidas de sanidad y seguridad exigidas dentro de los protocolos hospitalarios internos. Para una mejor comprensión y desglose de este tipo de situaciones se abordará  tres aspectos a analizar, y así tener una perspectiva de esta discriminación:

a) Igualdad y no Discriminación en relación con las personas que viven con VIH/sida;

b) Los Protocolos Hospitalarios Internos; y 

c) Las prevenciones universales y las intervenciones quirúrgicas: Protocolos internos.

a)  Igualdad y no Discriminación en relación con las personas que viven con VIH/sida

Con la extensión de la terapia antirretroviral de alta eficacia, que en España tiene lugar a partir de 1997, se ha mejorado enormemente las expectativas de vida de las personas que viven con VIH/sida, sin embargo, en parte precisamente como consecuencia de  la disminución de la mortalidad, en este momento  comienza a ser un problema a resolver el de la calidad de vida. De este modo, una vez articulado un sistema capaz de encauzar la vertiente médica de la cuestión, resulta acuciante afrontar los retos que presenta su vertiente social. Poner fin a la discriminación asociada al VIH/sida, es uno de esos retos. 

Las pautas para abordar desde el Estado la discriminación de las personas que viven con VIH/sida, como la discriminación contra alguno de los llamados “grupos vulnerables” (mujeres, personas con discapacidad, niños…), dependen, en buena medida, del papel que se atribuye al Estado en relación con los ciudadanos.

En el Ordenamiento jurídico español “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”
. Desde este punto de vista, la exigencia de igualdad contenida en los artículos 1.1
 y 14 del texto constitucional implica que “los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”
, pero también que el Estado debe establecer las condiciones para que en la sociedad no se produzcan discriminaciones. La enfermedad es una de esas circunstancias en relación con las cuales la discriminación está prohibida.

Por otro lado, la lucha contra la discriminación, que es una condición para la posibilidad del ejercicio de los derechos por parte de las personas afectadas por VIH/sida, es también una condición para el control del VIH/sida. En la versión española del Protocolo para la Identificación de Discriminación contra las Personas que viven con VIH, de ONUSIDA (2001), se puede leer:
“La discriminación arbitraria contra las personas que viven o se sospecha que viven con el VIH/SIDA puede tener consecuencias nefastas para la salud pública: 

1. La discriminación arbitraria tiende a infundir miedo e intolerancia. Crea un clima que obstaculiza la prevención eficaz al desanimar a las personas para que se sometan a pruebas voluntarias y busquen información sobre cómo protegerse a sí mismas o proteger a los demás, lo que agudiza las consecuencias adversas de vivir con el VIH/SIDA. Dado que la eficacia de una política de prevención depende de la capacidad para llegar a quienes están en situación de riesgo e instarlos a adoptar comportamientos más seguros, es esencial combatir la discriminación que aleja a las personas de estos programas.

2. La discriminación arbitraria puede engendrar un exceso de confianza peligroso entre las personas y grupos que no sean objeto de una atención especial, lo que les inducirá a creer que no corren ningún riesgo. Por ejemplo, si un Estado trata el VIH/SIDA como si fuera un problema relacionado con los visitantes o residentes extranjeros, puede acrecentar la vulnerabilidad de sus propios ciudadanos.

3. La discriminación arbitraria contra las personas que viven o se sospecha que viven con el VIH/SIDA tiende a exacerbar las formas vigentes de marginación, como el racismo, la discriminación por razón de sexo, la indigencia y la discriminación contra los niños. Aumenta la ya acrecentada vulnerabilidad a la infección por el VIH de los grupos marginados y obstruye su capacidad para afrontar el impacto de su propia infección y/o de sus familiares o allegados.”

El mismo protocolo entiende por discriminación “cualquier medida que acarree una distinción arbitraria por razón de su estado de salud o su estado serológico respecto al VIH, confirmado o sospechado”. De este modo, cualquier norma, política o actuación que distinga a una persona por razón de su estado serológico respecto al VIH, constituirá una discriminación salvo que la persona o la institución que establece la distinción justifique la medida en cuanto a propósito, proporcionalidad y efectos.

Asimismo, se hace referencia a diferentes tipos de discriminación. Según el Protocolo citado, la discriminación puede ser:

a. Por acción o por omisión. La situación de discriminación puede ser el resultado de una acción o de una omisión; este último sería el caso en el que, por la especial situación de vulnerabilidad en que se encuentran las personas que conviven con el VIH/sida, sean necesarias ciertas medidas y no sean adoptadas, generando de ese modo una situación de desigualdad con el resto de personas en el acceso a los derechos fundamentales.

b. Intencional o no intencional. Es decir, que la norma será discriminatoria por sus efectos, con independencia de que haya tenido o no dicha finalidad. Incluso en ciertas ocasiones una norma discriminatoria puede ser la consecuencia de acciones bienintencionadas.

c. Simple o múltiple. La discriminación simple se produce cuando la persona es discriminada exclusivamente en razón de convivir –o ser sospechosa de convivir-con el VIH/sida. En el segundo, la convivencia con el VIH/sida -o sospecha- es una entre otras razones por la cual se sufre la discriminación, -por ejemplo, pertenecer a una religión minoritaria, o tener preferencias homosexuales, o ser mujer, o ser una persona usuaria activa de drogas-.

 d. Directa o indirecta. El Protocolo citado define la discriminación directa como aquella que se basa explícitamente en características de los individuos. La indirecta es definida como cualquier práctica, norma, requisito o condición que sean neutros pero que tengan el efecto de discriminar grupos específicos que no puedan atenerse a dichas reglas. Se trata, por tanto, de requisitos, normas o prácticas que sean aparentemente neutros, y que puedan ocasionar una desventaja particular a las personas que conviven con el VIH/sida o que son sospechosas de convivir con el VIH/sida, respecto del resto de personas.

b)  Los Protocolos Hospitalarios Internos 

El caso en concreto por el cual se solicitó este informe es con relación a las  intervenciones quirúrgicas, en el ámbito del Sistema Público de Salud, en el que a un usuario se le dice que su operación tendrá lugar en el último turno de quirófano porque “los pacientes portadores de patología infecciosa de cualquier tipo, son intervenidos en el último espacio horario de quirófano con fines exclusivamente preventivos y dirigidos a disminuir los riesgos de posible transmisión de la enfermedad”. Cuando el afectado pide explicaciones, se argumenta en favor del tratamiento diferenciado la necesidad de “disminuir los riesgos de posible transmisión de la enfermedad”. 

Corresponde valorar si el tratamiento diferenciado está justificado en cuanto a su propósito, finalidad y efectos, para determinar si se trata de una discriminación directa, prohibida por el Derecho español y contraria al principio de justicia que debe estar presente en las relaciones sanitarias.

En relación con lo anterior se debe de considerar:

Primero: Que la medida utilizada por los hospitales es inadecuada en cuanto a su propósito y finalidad, dado que para disminuir los riesgos de posible transmisión de cualquier enfermedad resulta preceptivo realizar la adecuada utilización del material.

Segundo: Por otro lado, el efecto de la medida es rechazable en un doble sentido:

1. Supone una discriminación injustificada para las personas que viven con VIH, puesto que se ven relegados al último lugar.

2. Permite que se descuiden las medidas de prevención universal, que se entienden, que deben adoptarse en los quirófanos.

c) Las prevenciones universales en las intervenciones quirúrgicas

Las discriminaciones en relación con el VIH/SIDA, presentan una fisonomía específica frente a otros supuestos. Efectivamente, se trata de un ámbito en el que las víctimas de la discriminación son tanto aquellas personas en las que se produce la circunstancia que motiva la exclusión jurídica y/o social, como aquéllas que son “sospechosas” de estar en esta situación.

Históricamente, las medidas preventivas basadas en la identificación de grupos de riesgo –en detrimento de las precauciones universales- han desencadenado un proceso de estigmatización en relación con quiénes forman parte de los colectivos señalados. En particular, el Protocolo, el cual se ha hecho alusión anteriormente, hace referencia a “las personas que tienen relaciones sexuales con otras del mismo sexo, los profesionales del sexo, los consumidores de droga intravenosos, los hemofílicos y los familiares y allegados de personas con el VIH/SIDA”.  

Considerar que la seropositividad al VIH requiere en todo caso de medidas preventivas específicas en los quirófanos (o, en general, en el ámbito sanitario), además de una vulneración de los derechos fundamentales de las personas que viven o son “sospechosas” de vivir con VIH, supone continuar esta lógica inherente a los grupos de riesgo que, además de discriminatoria, puede acarrear enormes perjuicios desde el punto de vista de la salud pública. Fundamentalmente, y como se decía con anterioridad, porque se genera una falsa sensación de seguridad. 

La fuente normativa de la que proviene la discriminación que se ha detectado en este caso particular es lo que en el Protocolo ONUSIDA se denomina un Reglamento o Procedimiento interno, esto es, un texto escrito o una práctica no escrita que tienen fuerza normativa, pero que no están recogidos en una publicación oficial.

A través de esos reglamentos o procedimientos internos se puede determinar el grado de concienciación que existe en los diferentes órganos u organismos públicos y privados acerca del VIH/sida, tanto en lo que afecta a las personas como trabajadores/as o como usuarios/as. Es relevante que esos agentes hayan reflexionado previamente acerca de un tema con tanta trascendencia como es el VIH/sida y que den una respuesta que reconozca y respete los derechos de las personas que viven o que se sospecha que viven con VIH/sida. 

Por otro lado, se comprende que de existir un protocolo interno debería establecerse una clara diferenciación entre la persona que vive con VIH o la persona que se encuentra en fase sida, en cuyo caso sería la eventual presencia de patologías asociadas de carácter infeccioso, como la Hepatitis B o la Hepatitis C, la que podría motivar un tratamiento diferenciado.

Según se ha constatado en ciertas consultas de Clinicas Jurídicas en Cesida y consultando a distintos profesionales sanitarios de Oftalmología, Medicina Preventiva y Medicina Interna de un hospital público de la Comunidad de Madrid, es usual que el uso de los quirófanos se modere en función de si la operación es o no “sucia”. La intervención puede ser “sucia” por dos razones: por la presencia de infecciones bacterianas o víricas contagiosas, o por la posibilidad de sangrado. Ni una ni otra parecen estar presentes en relación con intervenciones quirúrgicas a las personas que viven con VIH, por lo que tampoco desde este punto de vista estaría justificado que los protocolos internos del Hospital establezcan que una persona que vive con VIH sea relegada al último lugar del parte de operaciones del día.

Aunque parece ser que es una práctica extendida en los hospitales de la Comunidad de Madrid, el VIH no es relevante en este tipo de operaciones cuando se realizan mediante el procedimiento de facoemulsificación, ya que la posibilidad de sangrado es mínima al no haber grandes vasos sanguíneos en la zona, y no es una enfermedad infecto-contagiosa.

La realización de una limpieza “especial” no está justificada ya que, según se demuestra en la medicina basada en la evidencia, no se puede producir una transmisión del VIH si se ha llevado a cabo correctamente la limpieza que se realizaría si la persona atendida no vive con VIH. Esto significa que simplemente deben adoptarse las medidas de prevención universal, tal y como se haría si la persona no viviese con VIH, que normalmente vienen marcadas por el Servicio de Medicina Preventiva o por el Servicio de Riesgos Laborales.

De este modo, con el fin de evitar posibles futuras discriminaciones por hechos similares, no queda más que insistir en la necesidad de fomentar la adopción de reglamentos o protocolos internos en los órganos y organismos públicos y privados para que prevean el modo de actuación con las personas que viven con VIH/sida allí donde fuese necesario y/o relevante. Tal y como señalan los datos estadísticos obtenidos durante la realización del Estudio FIPSE sobre discriminación arbitraria de las personas con infección por VIH o SIDA, en la inmensa mayoría de los hospitales de la Comunidad de Madrid no se ha realizado este proceso. El hecho de contar con un protocolo o procedimiento interno reflejaría una preocupación y una concienciación social más allá de lo que señalen las normas jurídicas. Es importante que esos agentes hayan reflexionado previamente acerca de un tema con tanta trascendencia como es el VIH/SIDA. Con ello se lograría establecer con absoluta claridad cuándo el VIH/SIDA es un factor relevante y debe tenerse en cuenta para adoptar medidas especiales de protección, tratamientos diferenciados, etc., que eviten la transmisión y de ese modo proteger el derecho a la protección de la salud.. Obviamente, debe exigirse que esos reglamentos o protocolos internos, además de estar formalizados por escrito, sean de acceso público, tal y como solicita la persona afectada en este asunto. Esta es la única forma posible para que, además de la necesaria justicia formal que podría deducirse de su mera existencia, se pueda controlar la justicia material y la legalidad del contenido. 

Si se atienen a otros datos estadísticos obtenidos durante la realización del mencionado estudio, la situación acaecida no dista mucho de la realidad que reflejan los números. Así, en general, puede decirse que las personas que viven con VIH no son sistemáticamente discriminadas en los hospitales públicos de la Comunidad de Madrid, ya que sólo entre el 17% y el 21% de las personas encuestadas afirmaban que conocían que en su hospital se había denegado alguna vez a alguna persona algún tipo tratamiento sanitario por razón del estado serológico respecto al VIH/sida o que se había establecido algún trato diferente a las personas enfermas por razón del estado serológico respecto al VIH/sida, tal y como ocurre en el caso que nos ocupa.

Y para que conste y surta los efectos oportunos, firmamos el presente informe en Getafe, el 22 de diciembre de 2006

María del Carmen Barranco

Profesora Titular de Filosofía del Derecho

Subdirectora del Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de las Casas”

Universidad Carlos III de Madrid

Miguel Angel Ramiro Avilés

Profesor Titular de Universidad

Secretario del Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de las Casas”

Universidad Carlos III de Madrid

� Artículo 9.2 de la Constitución Española


� Artículo 1.1 de la Constitución Española: “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”.


� Artículo 14 de la Constitución Española
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